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CERTIORARI 
procedente del 
Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de 
Bayamón 

 
Civil núm.: 
DDP2014-0822 

 
Sobre: Daños y 

Perjuicios 
 

Panel integrado por su presidenta la Jueza Vicenty Nazario, el Juez 

González Vargas y el Juez Rivera Torres. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 20 de julio de 2017. 

Comparece ante este tribunal apelativo el Procurador General 

en representación del Estado Libre Asociado de Puerto Rico (en 

adelante el peticionario) mediante el recurso de certiorari de epígrafe 

y nos solicita que revisemos la Resolución dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Bayamón (el TPI) el 11 de abril de 2017, 

notificada el 17 del mismo mes y año.   

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

deniega la expedición del auto de certiorari solicitado.   

I. 

El 11 de diciembre de 2014 el Sr. Efraín Osorio Iglesias (en 

adelante el recurrido) presentó por derecho propio una demanda en 

daños y perjuicios contra el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación, Trinity Services Group, Inc., por hechos ocurridos el 

22 de septiembre de 2014. Alegó el recurrido que mientras se 

encontraba consumiendo los alimentos del mediodía al masticar el 

arroz se encontró una piedra.  
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El 23 de febrero de 2015, sin someterse a la jurisdicción, el 

peticionario presentó una Moción en Solicitud de Desestimación 

alegando que el recurrido incumplió con su obligación de agotar los 

remedios administrativos conforme a la doctrina de jurisdicción 

primaria. Indicó, además, que la presentación de una reclamación 

en daños no puede ser utilizada como un subterfugio para burlar la 

obligación de agotar los remedios administrativos cuando en la 

reclamación judicial subyacen controversias que requieren ser 

adjudicadas inicialmente por el foro administrativo.  

El 10 de marzo de 2015 el recurrido presentó una Moción en 

Solicitud de Pedir la no Desestimación [a] la Demanda Sometida la 

cual acompañó con copia de los remedios administrativos 

presentados y las respuestas recibidas.  

Luego de varios incidentes procesales, el 29 de marzo de 2017 

el peticionario presentó una Moción reiterando “Moción en Solicitud 

de Desestimación” en la cual, en síntesis, señaló que el tribunal 

carece de jurisdicción toda vez que el peticionario tenía disponible 

el remedio del recurso de revisión para apelar las determinaciones 

administrativas en el foro intermedio.  

El 11 de abril de 2017, notificada el 17 del mismo mes y año, 

el TPI dictó una Orden declarando Sin Lugar a la Moción Reiterando 

“Moción en Solicitud de Desestimación” y consignó lo siguiente:  

[La] Demanda en autos versa sobre una acción de 
daños y perjuicios por una roca que el demandante 
encontró en su comida. La Administración de 
Corrección no está habilitada administrativamente 
por le para conceder resarcimiento económico por 
daños y perjuicios por legados actos de negligencia. 
[…] [Énfasis Nuestro] 
 

El 21 de abril de 2017 el peticionario presentó una Moción 

Solicitando Reconsideración en la cual presentó los mismos 

argumentos consignados en sus mociones de desestimación. El 22 

de mayo de 2017, notificada el 26 del mismo mes y año, el TPI 

declaró Sin Lugar la referida moción.  
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Inconforme con el dictamen, el peticionario acude ante este 

tribunal intermedio imputándole al foro de instancia la comisión de 

los siguientes errores:  

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA, SALA SUPERIOR DE BAYAMÓN, AL NO 
DESESTIMAR LA DEMANDA, TODA VEZ QUE AL 
MOMENTO DE SU PRESENTACIÓN EL DEMANDANTE 
AL MOMENTO TENÍA PENDIENTE DE ADJUDICACIÓN 
LAS SOLICITUDES DE REMEDIO ADMINISTRATIVO 
B-1924-14 Y B-2008-14 QUE VERSAN SOBRE LO 
RECLAMADO EN LA DEMANDA Y SOBRE LAS CUALES 
NO AGOTÓ LOS REMEDIOS ADMINISTRATIVOS 
DISPONIBLES. 
 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA, SALA SUPERIOR DE BAYAMÓN, AL NO 
DESESTIMAR LA CAUSA DE ACCIÓN, TODA VEZ, QUE 
LA PARTE DEMANDANTE NO INDICÓ QUE SUFRIÓ 
DAÑOS, NO ALEGÓ QUE EL DCR INCURRIÓ EN 
NEGLIGENCIA, NI SOLICITÓ RESARCIMIENTO 
ECONÓMICO EN CONCEPTO DE DAÑOS Y 
PERJUICIOS QUE REQUIERA LA CONCECIÓN DE UN 
REMEDIO POR EL TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA.  
 

Transcurrido el término dispuesto en la Regla 37 de nuestro 

Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 37, resolvemos el presente 

recurso sin la oposición del recurrido.   

II. 

Todo recurso de certiorari presentado ante este tribunal 

intermedio debe ser examinado primeramente al palio de la Regla 

52.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. La 

referida Regla dispone como sigue: 

Todo procedimiento de apelación, certiorari, 
certificación, y cualquier otro procedimiento para 
revisar sentencias y resoluciones se tramitará de 
acuerdo con la ley aplicable, estas reglas y las reglas 
que adopte el Tribunal Supremo de Puerto Rico. 
 
El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. 
No obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá revisar 
órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas por el 
Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 
decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos 
o peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 
relaciones de familia, en casos que revistan interés 
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público o en cualquier otra situación en la cual esperar 
a la apelación constituiría un fracaso irremediable de la 
justicia. Al denegar la expedición de un recurso de 
certiorari en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no 
tiene que fundamentar su decisión. 
 
Cualquier otra resolución u orden interlocutoria 
expedida por el Tribunal de Primera Instancia podrá ser 
revisada en el recurso de apelación que se interponga 
contra la sentencia sujeto a lo dispuesto en la Regla 50 
de este apéndice sobre los errores no perjudiciales. 
Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. 

 

Como bien puede observarse, el dictamen denegando la 

solicitud de desestimación se encuentra dentro de las materias 

comprendidas en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. Sin 

embargo, aun cuando un asunto esté comprendido dentro de las 

materias que podemos revisar de conformidad con la Regla 52.1, 

supra, previo a ejercer debidamente nuestra facultad revisora es 

menester evaluar si, a la luz de los criterios enumerados en la Regla 

40 de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, se justifica 

nuestra intervención, pues distinto al recurso de apelación, este 

tribunal posee discreción para expedir el auto el certiorari. Feliberty 

v. Soc. de Gananciales, 147 DPR 834, 837 (1999). Por supuesto, esta 

discreción no opera en el vacío y en ausencia de parámetros que la 

dirija. I.G. Builders et al. v. BBVAPR, supra; Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580 (2011). Precisa recordar que la 

discreción ha sido definida como “una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una conclusión 

justiciera”. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 434-

435 (2013).1 Así pues, se ha considerado que la discreción se nutre 

de un juicio racional cimentado en la razonabilidad y en un sentido 

llano de justicia y “no es función al antojo o voluntad de uno, sin 

tasa ni limitación alguna”. Id.2 

A estos efectos, la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 

enumera los criterios que debemos considerar al momento de 

                                                 
1 Citas omitidas.  
2 Cita omitida.  
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determinar si procede que expidamos el auto discrecional certiorari. 

I.G. Builders et al. v. BBVAPR, supra. Dicha Regla establece lo 

siguiente: 

El tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa:   

(A)  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.    

(B)  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.    

(C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.    

(D)  Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.    

(E)  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.    

(F)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.    

(G)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 
 

Los criterios antes transcritos sirven de guía para poder 

determinar, de manera sabia y prudente, si procede o no intervenir 

en el caso en la etapa del procedimiento en que se encuentra el caso. 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 (2008). 

En lo aquí pertinente, en nuestro ordenamiento jurídico se 

favorece que los casos se ventilen en sus méritos. Global Gas v. 

Salaam Realty, 164 DPR 474 (2005). No se debe desestimar una 

acción judicial, salvo que a la luz de todos los hechos expuestos, el 

reclamante carezca de derecho a remedio alguno. Soto López v. 

Colón, 143 DPR 282 (1997). Es principio claro que tal poder 

discrecional de desestimar una demanda se debe ejercer juiciosa y 

apropiadamente. Maldonado v. Secretario de Recursos Naturales, 

113 DPR 494 (1982). Además, en cuanto a las alegaciones de la 

demanda la Regla 6.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. R. 6.1, 

dispone que las alegaciones serán sencillas y sucintas.  
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III. 

Como ya indicamos, el recurrido instó una acción en daños y 

perjuicios contra varios co-demandados, entre ellos, el aquí 

peticionario por hechos ocurridos el 22 de septiembre de 2014. 

Dichos daños consisten en que mientras se encontraba almorzando 

se encontró una piedra en su comida. De un análisis de la resolución 

(orden) recurrida no surge error, perjuicio o parcialidad por parte 

del TPI, por lo que no intervendremos con dicha determinación. 

Además, examinado el recurso presentado, a la luz de los criterios 

dispuestos en la Regla 40, antes citada, concluimos que no están 

presentes las circunstancias allí enumeradas, por lo que estamos 

impedidos de expedir el auto. Debemos recordar que los jueces de 

instancia cuentan con la autoridad para lidiar con la tramitación de 

los asuntos judiciales ante su consideración. ELA v. Asoc. de 

Auditores, 147 DPR 669 (1999). Si su actuación se funda en una 

base razonable que no resulta perjudicial a los derechos 

sustanciales de una parte, debe prevalecer su criterio. Sierra v. 

Tribunal Superior, 81 DPR 554 (1959). En conclusión, procede que 

nos abstengamos de expedir el auto solicitado, de manera que se 

continúen con los procedimientos del caso, sin mayor dilación, ante 

el tribunal de instancia. García v. Asociación, 165 DPR 311 (2005); 

Meléndez Vega v. Caribbean Intl. News, 151 DPR 649 (2000); Lluch 

v. España Service Sta., 117 DPR 729 (1986).  

IV. 

En virtud de lo antes expuesto, se deniega el auto de certiorari 

solicitado.   

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


